Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 14 y 39 minutos.) 

-Dese cuenta de los asuntos entrados. 

(Se da de los siguientes: ) 


SEÑORA SECRETARIA.- Hemos recibido una solicitud de audiencia de la Asociación de Obreros de 
Arquitectura del Ministerio de Transporte y Obras Públicas para exponer sobre la situación en la que 
están sumergidos los centros de estudio a nivel nacional. 


La segunda solicitud de audiencia es del Directorio de AFE, que desea concurrir a la Comisión para 
presentar su nuevo plan de trabajo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si los señores Senadores están de acuerdo, podríamos ir fijando fecha para la 
próxima sesión. 


SEÑOR ROSADILLA.- Sin perjuicio de que se convoque a la Asociación de Obreros de Arquitectura 
del Ministerio de Transporte y Obras Públicas para la próxima reunión de la Comisión, quiero decir que 
en el texto que nos han enviado se hace referencia a una serie de planteos. De ser posible, me 
gustaría ponerme en contacto con ellos para poder obtener previamente los materiales relacionados 
con los mismos, recabar información y estudiar el tema, para que la sesión sea más ágil porque, de lo 
contrario, se tornará más extensa y compleja. Esto, siempre y cuando existan planteos por escrito. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Así se hará por la Secretaría. 


Desconozco si la duración de las entrevistas será muy extensa; en caso de serlo, tal vez convendría 
convocar una en cada sesión y no realizarlas el mismo día. 


SEÑOR ROSADILLA.- A mi juicio, el tema de AFE es de gran importancia; me gustaría que la 
Comisión recibiera a sus representantes en forma exclusiva. Además, ese mismo día tengo que asistir, 
a la hora 16, a otra Comisión. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se fijará, entonces, una entrevista para una Comisión y la otra para la 
siguiente. 


SEÑOR MORODO.- Pongo en conocimiento de la Mesa que a la hora 15 debo retirarme porque tengo 
que asistir a la Comisión de Presupuesto, que tiene un tema muy importante para resolver; en caso de 
solucionarse rápidamente, me reintegraría a la Comisión. 


(Ingresa a Sala la delegación de Unasev.) 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión de Transporte y Obras Públicas da la bienvenida a los 
integrantes de la Unasev. En la tarde de hoy nos visitan su Presidente, Gerardo Barrios; su 
Vicepresidenta, la señora Alejandra Forlán; los señores Daniel Martínez, Pablo Inthamoussu y Gustavo 
Arbiza, y la doctora Gaby Lencina. 


Los hemos convocado con mucho gusto para que nos brinden su opinión sobre el proyecto de ley que 
está a consideración de la Comisión. 


SEÑOR BARRIOS.- Agradecemos la invitación y comenzamos diciendo que para nosotros esta es una 
instancia -esperamos que para ustedes también- muy importante puesto que estamos en un año muy 


especial ya que, por tercer año consecutivo, el Uruguay está atravesando un momento muy 
significativo en lo que tiene que ver con la cantidad de lesionados y fallecidos en el tránsito. Se ha 
comprobado que en estos tres últimos años esa cifra ha alcanzado una meseta e, incluso, la cantidad 
de lesionados totales del año pasado parece insinuar un descenso, puesto que hubo 120 heridos 
menos que en 2010. Hay que tener en cuenta que estos datos se dan pese al incremento del parque 
automotor y de la movilidad de la gente. 


Por otro lado, consideramos de vital importancia que este Parlamento nacional haya aprobado y 
adherido, en forma unánime, a la ley relativa a una Década de Acción para la Seguridad Vial. De esta 
forma, se están respaldando todas las acciones vinculadas a la seguridad vial que se desarrollen en el 
país en el futuro. Además, el otro elemento que consideramos fundamental es la participación del 
Congreso de Intendentes, el que manifestó por unanimidad su voluntad de avanzar en este sentido. De 
la misma forma en que se avanzó con la ley de patentes y apelando al eslogan de Sucive, “Un país, 
una patente”, decimos que nosotros vamos en el mismo sentido y que el nuestro podría ser “Un país, 
una seguridad vial”. Esto ha sido tomado por todos los señores intendentes en forma unánime, 
demostrando la intención de llevar adelante acciones en todos los departamentos y localidades, 
independientemente de las fronteras, basadas en los pilares de acción de Naciones Unidas para la 
seguridad vial. Este es un elemento de gran importancia porque al Parlamento nacional también le 
competen algunas acciones, que consideramos fundamentales en cuanto al marco normativo de las 
nuevas leyes y proyectos, que permitan a Uruguay posicionarse y avanzar desde el punto de vista legal 
poniéndose a la altura de los mejores países de la región. 


Pese a lo que estamos informando, debemos decir que somos muy conscientes de que, desde el punto 
de vista de la siniestralidad vial, el Uruguay es el peor lugar para vivir. Esto nos consta, nos pesa y nos 
convoca a todos a desarrollar acciones lo más urgentemente posible en un país en el que todavía, en 
algunos lugares, no se entiende que el tránsito es un problema de salud y de preservación de la vida 
de los uruguayos. 


Sabemos que muchas veces en los distintos departamentos hay enormes dificultades para lograr que 
se cumpla la ley. No estamos ajenos a lo que ocurre en el interior del país; es más, venimos de allí y lo 
sabemos desde hace muchísimos años. Esto también es producto de que, durante mucho tiempo, 
distintos organismos del Estado e instituciones estaban como de espaldas a este problema. Recién en 
el año 2007 el Parlamento Nacional lo reconoció y creó la Unidad Nacional de Seguridad Vial y, en el 
2011, lo ratificó a través de la campaña de Naciones Unidas “Década de Acción para la Seguridad Vial”. 


Este año es muy especial porque en el Congreso de Intendentes hemos planteado la participación de 
la Unasev en la Comisión que se creó, que está integrada por el propio Congreso, el Ministerio del 
Interior y el Ministerio de Salud Pública, para avanzar en una política de autoridad a nivel nacional que 
permita corregir aspectos que hoy, desde el punto de vista de los objetivos que el país se ha planteado 
frente a su sociedad y a su población, resultan fundamentales, como es la aplicación de estas leyes. 


Entendemos que el Parlamento Nacional cuenta con insumos para discutir y avanzar entre todos en 
esta materia. Los proyectos de ley que están a estudio de esta Comisión, más algunos otros que se 
encuentran en otras Comisiones, son insumos imprescindibles para resolver estos temas; me refiero al 
uso del celular, al uso del casco para los que circulan en moto y a las condiciones en que se venden 
las motos. También se ha incluido en estas iniciativas lo relativo a la falta de condiciones de seguridad 
de las motos o vehículos que ingresan o se fabrican en nuestro país y también el tema de pagar un 
porcentaje importante y adicional -creo que se trata de algo más de mil dólares-para tener seguridad en 
un vehículo. 


Todos estos elementos apuntan a que rápidamente, dada la urgencia del caso, resolvamos la 
situación porque estos tres años que han pasado nos demuestran que es posible cambiar las 
conductas en el tránsito. Para ello es importante que desde el Poder Legislativo -en especial desde 
esta Cámara- podamos avanzar en estos aspectos. 


El tema de la seguridad vial es extremadamente complejo y difícil y requiere de un estudio 
sistematizado de todos sus componentes. En este aspecto, se abre como un abanico en el cual no 
podemos descuidar ninguna acción ya sea desde los aspectos normativos hasta la rehabilitación y 


reinserción social de las víctimas de siniestros de tránsito. En ese sentido, queremos informarles que, 
junto con la Presidencia de la República y los Ministerios de Salud Pública y Defensa Nacional, 
estamos trabajando en la incorporación de una respuesta sanitaria adecuada, a través de una red 
nacional de emergencia en el país que cuente con el rápido transporte en helicóptero de los heridos 
graves hacia los centros asistenciales. Además, si miramos profundamente el interior de la República, 
todos sabemos que no es lo mismo lesionarse allí que en la capital. Es decir que hay muchos aspectos 
vinculados a la legislación y por eso vamos a tener que estar “bombardeándolos” -por decirlo de alguna 
manera- para poder avanzar y obtener resultados en todo ese espectro de componentes que 
intervienen en la siniestralidad. 


Muchas gracias y estamos a las órdenes para contestar cualquier interrogante. 


SEÑORA LENCINA.- El proyecto de ley de normas varias al que hoy nos estamos refiriendo se 
inscribe en una serie de iniciativas que tienen que ver con el estudio que se inició en el año 2007, con 
la aprobación de la Ley Nacional de Seguridad Vial. La Ley N* 18.191 se enfrentaba a una determinada 
situación del país en materia de seguridad vial y muchos temas en ese momento no fueron recogidos 
porque seguramente todavía no estábamos integrados como una sociedad madura, incluso para 
incorporarlos como una necesidad. Voy a citar algunos casos, por ejemplo, el uso obligatorio del casco 
para los usuarios de bicicletas. En los años 2005 y 2006 se hicieron planteos para el uso de casco para 
motos, motociclistas y ciclistas y en su momento no se entendió pertinente incorporar ese elemento de 
seguridad. Sucede lo mismo con la prohibición del uso del móvil -tema que estamos considerando 
desde hace mucho tiempo y que en algunas Intendencias se sanciona como una imprudencia- pues 
nunca existió una norma específica y, en su momento, pasó lo mismo con el uso del casco, ya que son 
conceptos de seguridad que ha costado- y está costando- incorporar y aceptar. Este proyecto 
básicamente viene a completar un proceso, mejor dicho, es un mojón más en el proceso de las normas 
que tenemos que dar a nuestros ciudadanos. Por ejemplo, con el sistema de retención infantil -que 
vulgarmente se denomina sillitas para bebé- también sucedió algo parecido porque en el año 2005 - 
momento en que hicimos la propuesta y quien habla ejercía como asesora legal de la División Tránsito 
y Transporte de Montevideo- todavía no estábamos maduros para incorporar esa norma. Hoy en día es 
la población la que está hablando de sillas para bebé e, incluso, las está implementando sin que haya 
una norma expresa que obligue a usarlas. Creo que esto es lo más importante que podemos hacer, 
mucho más que crear leyes que después la población no cumple. 


En este proyecto de ley se están recogiendo varias de estas propuestas que tienen que ver 
con todas estas iniciativas. Concretamente, me refiero al uso del cinturón en el transporte colectivo de 
pasajeros, tema en el que estamos dando un pasito más. A través del artículo 31 se reguló el uso del 
cinturón, pero ahora, en esta iniciativa, estamos incorporando un usuario que no había sido 
contemplado en aquellas hipótesis. 


El Capítulo 1* se refiere al sistema de retención infantil. En ese sentido, nos basamos en los informes 
de la Organización Mundial de la Salud, trabajamos con la Cámara de Medicina y Sicología de la 
Unasev y también hicieron aportes distintas organizaciones y empresas vinculadas específicamente al 
tema de la seguridad de los niños. En este tema la visión fue contemplar al niño desde el punto de vista 
de su estructura y no de acuerdo a su edad específica. No sé si recordarán que siempre se habló de 
los doce años; ahora estamos considerando la complexión física y la estatura. Quiere decir que el 
enfoque que se realiza de los distintos mecanismos de sujeción está adaptado al informe de la OMS. 


En cuanto al transporte de niños y adolescentes en vehículos de transporte colectivo de pasajeros, 
podemos decir que no hay una solución aunque sí hemos dado un paso más. El razonamiento que 
hacemos es el siguiente: el niño tiene que estar sujeto... 


SEÑOR MOREIRA.- En la mayoría de los artículos relacionados con el transporte de niños en 
vehículos de transporte colectivo o en vehículos individuales privados se expresan prohibiciones pero, 
me pregunto: ¿dónde están las sanciones?, ¿cómo se sanciona cuando se transgrede estas 
prohibiciones? Tengo la sensación de que estas normas parecen más de contenido reglamentario que 
legal y son más materia de un decreto que de una ley. Insisto en que no veo dónde está la sanción. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Está en otra ley que será considerada por la Cámara de Representantes. 


SEÑORA LENCINA.- Exacto. En realidad, seguimos el mismo criterio que se adoptó con la Ley 
Nacional de Tránsito, que no tiene un régimen punitivo. El artículo 54 de esa ley expresa que la Unasev 
propondrá un sistema de valores comunes de multas a regir en todo el país. De alguna manera, lo que 
señala el señor Senador está bien; más allá de ello, la solución jurídica hubiera sido establecer un 
decreto, pero hoy se plantea este tema en una ley y lo relativo a las multas está en otro proyecto de 
ley. 


En cuanto a los niños y su traslado en el transporte colectivo de pasajeros decía que, evidentemente, 
estamos subiendo un escalón más porque ahora estamos regulando el hecho de que los niños viajen 
parados. Sería una incoherencia plantear un sistema de sujeción para el transporte en vehículos 
privados comunes y escolares, y no decir nada respecto a los vehículos de transporte de pasajeros. 
Por esa razón, solicitamos que se incluyera este capítulo. 


Luego hay un capítulo referido al transporte de personas con discapacidad y otro en el que se 
incluyen normas sobre el uso del cinturón. En el artículo 31 de la ley actual se contempla el uso de 
cinturón obligatorio. Allí se mencionan autos, camionetas y el transporte colectivo de pasajeros; 
incluso, se hace referencia al conductor, al guarda y a un eventual acompañante de cabina, pero el 
resto de los pasajeros queda sin una norma que establezca expresamente la obligación del uso del 
cinturón. Ese tema, en este proyecto de ley queda subsanado. 


Con respecto a la incorporación de los elementos de seguridad pasiva para los conductores... 
SEÑOR MOREIRA.- ¿Cómo se hace? 


SEÑORA LENCINA.- Hay determinados elementos de seguridad que el Estado o el Gobierno debería 
prever que estén a disposición en los vehículos. Acá estamos pidiendo, justamente, que los vehículos 
que entren al país tengan los elementos de seguridad. 


SEÑOR MOREIRA.- Las últimas medidas de índole tributaria sobre los automóviles abaten el Imesi en 
aquellos de menor valor y cilindrada. Sin embargo, prácticamente ninguno de estos vehículos tiene 
estos elementos. Si no se acompasa esto con otro tipo de medidas, va a ser inviable. Reitero que los 
vehículos de menor costo no tienen estos elementos. 


SEÑORA LENCINA.- Nosotros hacemos el planteo para enero de 2014, aunque no tiene por qué ser, 
necesariamente, esa fecha. Independientemente de que conocemos las decisiones adoptadas con 
relación al tema del Imesi y a los vehículos utilitarios, tenemos uno o dos años para acompasar estos 
temas. Los vehículos utilitarios deberán tener estos elementos de seguridad y el hecho de que se 
destinen para trabajar no los exime de contar con ellos. 


SEÑOR BARRIOS.- Esto es un proceso y habrá que empezar reglamentando por partes. El tema, 
obviamente, es complejo y en algún momento tenemos que empezar a dirigirnos a vehículos más 
seguros. Este es un primer paso. ¿Cómo se va a implementar en aquellos vehículos que están en 
circulación? Eso será parte del análisis que se hará entre los distintos actores e incluso, habrá que ver 
de qué manera se exige la incorporación de Airbags para los vehículos cero kilómetro que ingresen a 
partir de 2014; en los otros, habrá que ver la forma en que puede incorporarse este elemento. Es un 
poco lo que pasó con los cinturones de seguridad ya que muchos vehículos no lo tenían. A medida que 
uno empieza a caminar, da un paso tras otro y va avanzando. Esa es la idea. 


SEÑOR MOREIRA.- ¿Cómo es la realidad en el resto del mundo? 


SEÑOR BARRIOS.- En muchos países se están incorporando. Hay pruebas que se hacen con los 
vehículos en Euro NCAP y en Latin NCAP, que comenzó a funcionar aquí el año pasado con los 
vehículos que circulan en América Latina. El Asia NCAP -en Asia- tiene normas muy estrictas para la 
construcción, fabricación, comercialización e importación de vehículos con relación a los dispositivos 
de seguridad. Este es un componente en el cual podemos avanzar, y creemos que están dadas las 
condiciones para comenzar. La inspección técnica vehicular también es una manera de empezar a ver 
cómo se incorporan ABS y Airbags en vehículos de determinada gama. Seguramente, el propio parque 


automotor, en un plazo de 10 o 15 años, cuente en su totalidad con estas medidas de seguridad. 
También hay que tener en cuenta otro tema complejo y es que estas medidas no encarezcan el valor 
del vehículo, pero hay que enfrentar el problema, además de que ningún Airbag o ABS sale US$ 
40.000; precisamente, eso es lo que cuesta un lesionado en el tránsito. Si hoy hay ciudades que 
reportan mortalidad cero en sus colisiones vehiculares es, justamente, porque han incorporado estos 
dispositivos. Por esa razón es que esperamos seguir mejorando en este proceso. 


SEÑOR ARBIZA.- Hoy en Europa, Estados Unidos, Australia y Japón ya no vienen autos sin Airbag y 
ABS, al menos adelante. Incluso, en muchos países ya se está apuntando a Airbags cortina, siete 
Airbags, etcétera. A nivel del MERCOSUR, Brasil y Argentina ya están trabajando para que a partir de 
2014 todos los vehículos tengan incorporados esos dispositivos, lo cual representa una oportunidad 
excelente para el Uruguay, ya que muchos vehículos vienen de esos países y Uruguay es una pequeña 
parte de sus mercados. No hay que olvidar que lo que Argentina y Brasil venden en una semana, en 
nuestro país se vende en un año. Repito que esa es una oportunidad excelente porque ellos ya lo 
están haciendo obligatorio a partir de 2014. 


SEÑORA LENCINA.- Quiero hacer una salvedad con respecto a estos dispositivos de seguridad 
pasiva. En realidad, estos son parte del proceso porque están incorporados los que acabamos de 
mencionar, o sea ABS, apoyacabezas y Airbags frontales. Sabemos que a nivel internacional existen 
otros dispositivos y elementos de seguridad que están incorporados en las normas, pero como esto es 
parte de hacia dónde queremos ir y no podemos plantear cosas que después sean absolutamente 
imposibles de aplicar, llegamos a la exigencia que mencionamos. 


En cuanto a ciclistas y motociclistas el capítulo es bastante extenso porque tuvimos en cuenta el hecho 
de que se había pedido el uso del casco como parte del proceso. La siniestralidad en el uso de motos y 
bicicletas en nuestro país nos llevó a plantear la necesidad de reforzar las medidas de seguridad, por 
eso se pide el uso de chalecos y camperas reflectivas, bandas reflectivas con exigencias técnicas y 
todo aquello que haga visible al usuario. También hemos planteado el uso del casco en el caso de los 
usuarios de bicicletas. Hoy en día sabemos que hay un sector de la sociedad que ya ha logrado cierta 
afinidad con ese elemento de seguridad y lo utiliza. Asimismo, hemos hablado del tema de los frenos y 
de algunos elementos que no estaban claros en la legislación nacional. Por otra parte, se plantea que 
las motos, motocicletas, las bicicletas y similares se vendan con un casco protector certificado. 


Por otro lado, planteamos una norma que tiene que ver con la condición del uso del móvil. En este 
caso, se trata tanto de la tecnología del uso del celular como de la problemática de la referencia del 
manejo y la escucha. En este sentido, Unasev adoptó una postura de gradualidad, porque a nivel 
internacional se está viendo que la tecnología va evolucionando de conformidad con la norma, es decir 
que la norma surge con determinado tipo de previsiones y la tecnología encuentra la solución. Esas 
soluciones, precisamente, se están viendo hoy en día a nivel de la conducción de vehículos. 


Otro elemento a destacar es el uso de ropas claras por parte de los peatones. Si bien esta norma 
forma parte del Reglamento Nacional de Circulación Vial, nos parece importante que sea recogido por 
una ley para que tenga alcance nacional. 


También nos parece sumamente importante que exista una norma expresa en cuanto al transporte de 
personas en caja de camiones. 


Y, por último, el maletín de seguridad vial, que es una medida prevista en una norma con jurisdicción 
como es el Reglamento Nacional, pero no en las jurisdicciones departamentales. Consideramos 
importante que todo el país tenga el mismo tratamiento. 


SEÑOR MICHELINI.- Independientemente de los “y/o” que no deberían estar, porque en las leyes es 
“y” -es decir, inclusive- u “o”, creo que tenemos que trabajar mucho estos aspectos porque en la 
dirección estamos -por lo menos en mi caso- bien compenetrados; nos dirigimos hacia una dirección 
determinada. Creo que la ley tiene que ser un instrumento para el cambio de cultura. Lo más 
importante de la ley -además de las definiciones- es el cambio cultural. Empezamos a obligarnos a ir, 


todos, en una dirección, aunque no sea algo perfecto como tampoco lo fue la otra ley. 


Me parece que debemos trabajar en algunos aspectos y contar con ciertas autorizaciones del Poder 
Ejecutivo para que no tengamos que modificar la ley todos los días o autorizar algunas disposiciones, 
siempre que transcurran seis meses o un año de su aplicación. De esta forma estaremos generando la 
menor cantidad de dificultades o enemigos posible. 


Si vamos a incorporar vehículos con determinadas características, demos un plazo para que los que ya 
fueron traídos puedan comercializarse y todos tengan las previsiones futuras en cuanto a cuáles tienen 
que ser las modalidades de las nuevas unidades. Incluso, dejando abierta la posibilidad para que, si la 
tecnología futura trae nuevas soluciones, otorgando los plazos correspondientes puedan incorporarse 
mediante decreto. 


Hay otros aspectos en los que me parece que también deberíamos trabajar, por ejemplo, en lo que 
refiere al casco. Comprendo la aplicación de esta medida cuando se trata de una moto nueva. No sé si 
el objetivo es para todas las motos o solo para las nuevas. Si esto rige para todas las situaciones, se 
generan complicaciones porque algunas veces los cascos se convierten en un elemento personal. El 
dueño adopta el casco como propio y cuando vende la moto, se queda con el casco. 


Reitero, me parece lógico el razonamiento en cuanto a las motos nuevas, porque si se incorpora una 
unidad, tiene que haber uno o dos cascos nuevos. 


Con respecto al maletín, una cosa es que empecemos a hacer una cultura de esa medida y otra es 
salir ahora, a las corridas, a preparar maletines para las transacciones de autos usados. 


Digo esto para tratar de no generar situaciones como las que, lamentablemente, hemos visto en 
muchos departamentos donde, pasados seis meses o un año de haberse votado la ley, no se cumplía. 


Da vergúenza que en algunos departamentos del interior todavía no haya una conciencia en cuanto al 
uso del casco y ni que decir de la cantidad de pasajeros que trasladan esas motos; a veces una pareja 
viaja con tres niños y poder cargarlos en la moto significa un trabajo de ingeniería. 


Hay algunas otras cosas en las que también deberíamos trabajar, porque lo peor que puede ocurrirle a 
la ley es no tener fundamento o lógica. ¿Qué quiero decir con esto? Que ocurren determinadas cosas y 
pueden surgir impedimentos. Por ejemplo, supongamos que haya problemas con el transporte público - 
por la razón que sea- y la gente tenga que viajar en las cajas de los camiones. Obviamente, eso es un 
peligro, pero se puede dar determinada situación o circunstancia, por lo que debería haber algún 
elemento o un capítulo en la ley que lo previera. No puede ser que la ley se viole en cierto momento y 
en otros se haga cumplir. 


En algunos departamentos del interior, sobre todo en Montevideo, se pide a los vehículos una gran 
cantidad de cosas, pero no a todos. Y me estoy acordando del uso del casco. 


A su vez, hay algunos accidentes -por suerte, menos de los que uno podría suponer- de vehículos que 
atropellan a carros porque no tienen ningún elemento que los haga visibles. Esto mismo puede ocurrir 
con las personas si no difundimos estas situaciones de peligro. Asimismo, pienso que deberíamos 
prever en el proyecto de ley algún elemento fluorescente para las personas que transitan por las rutas 
o por las calles. ¿O también por las veredas? ¿Deberíamos establecer, por ejemplo, si se puede 
transitar por las veredas en contra del tránsito? Otra posibilidad es que se incluya una previsión para 
los jóvenes que a veces salen caminando de centros de esparcimiento -se me ocurre, por ejemplo, en 
el balneario de Rocha- a altas horas de la madrugada, sin ningún elemento que los haga visibles. Creo 
que es imprescindible usar algún distintivo, que podría ser proporcionado por el mismo centro de 
diversión. Por eso digo que estamos en una buena dirección, ya que la ley tiene doble efecto: poner 
normas e implementar cambios en la cultura. De todas formas, me parece que somos los Legisladores 
quienes debemos aportar distintos aspectos que tienen que ver con el comportamiento y así lograr que 
la ley tenga mayores adeptos para que no surjan problemas. No olvidemos el tema vinculado a los 
cinturones de seguridad de los vehículos escolares; más allá de las controversias y la lamentable 
pérdida de vidas humanas, terminamos coincidiendo en cuál era la dirección correcta. 


SEÑOR BARRIOS.- Es obvio que todos estos puntos tendrán la lógica discusión de los distintos 
actores. No obstante, al analizar el marco normativo se considera el problema que está planteado y, 
entonces, advertimos que esto no tiene excepción por la vía de la realidad actual o de lo que sucedió 
en el país. Debemos levantar la mira y darnos cuenta de que el año pasado en 28.000 familias 
uruguayas hubo lesionados por accidentes de tránsito, que 572 uruguayos fallecieron en las primeras 
veinticuatro horas y 724 a los treinta días. Uruguay tiene una tasa de 23 muertos en el tránsito a los 
treinta días cada 100.000 habitantes, es decir, igual a la de Ecuador; son los dos peores del Cono Sur. 
En Europa es de seis y en Argentina de trece. La tasa de mortalidad de nuestro país es el doble y el 
triple de la que registran nuestros vecinos. 


Hay que centrarse en decir que la ley debe ser clara y dar un mensaje a la población sobre cuáles son 
las normas fundamentales para que luego se traduzca en una aplicación efectiva. Por supuesto que 
tendremos dificultades en su aplicación, como ha sucedido con la Ley N.* 18.191. Todos somos 
conscientes de ello, pero reitero lo dicho al principio en el sentido de que hoy estamos en un momento 
bastante diferente con respecto al pasado. La reflexión hecha ha llevado a que el Congreso de 
Intendentes diera su aprobación, por unanimidad, y a que la Asamblea General hiciera lo propio, 
adhiriendo a la puesta en acción de la ley. Ese no es un tema menor y nos alinea a todos en una 
estrategia común. 


Tampoco debemos confundir lo que sucede, con las realidades en los medios de comunicación. La 
Unidad Nacional de Seguridad Vial es la que más ha insistido en el tema del uso del cinturón de 
seguridad a todo nivel, incluyendo al transporte escolar. Hubo otra serie de ingredientes que nos dan la 
pauta de hechos que no pueden volver a ocurrir. En ese sentido, todos debemos proceder en la misma 
línea de acción, tanto los partidos políticos como los parlamentarios, las ONG, las fundaciones y las 
empresas públicas y privadas. Estamos trabajando en ello, incluso con la industria automotriz. 


Es verdad lo del casco y la moto. Por supuesto que el uso del casco siempre será una elección 
personal, pero quien vaya a comprar una moto deberá encontrar cuarenta cascos y podrá elegir uno; si 
el comerciante no lo tuviera, dará un vale a la persona para que lo adquiera en otro lado, luego de lo 
cual volverá y se llevará la moto. 


SEÑOR MICHELINI.- ¿Eso sucede en los nuevos casos? 
SEÑOR BARRIOS.- Así es, señor Senador. 


Hay formas para avanzar. En este país, si tuviéramos un bolso de primeros auxilios en todos los 
vehículos -cuyo costo oscila en $ 120- con los chalecos respectivos más tres o cuatros elementos, no 
estaríamos lamentando la muerte, en Mariscala, de alguien que quiso ayudar cuando chocaron los 
camiones el año pasado. Ese tipo de ejemplo se repite por todos lados porque forma parte de las otras 
patas del problema de la seguridad vial, lo que hacemos los otros actores en materia de cambios 
culturales, de educación y de formación. Este elemento es un insumo fundamental para nosotros. ¿Por 
qué hablamos de cinturón de seguridad para los pasajeros de ómnibus de mediana y larga distancia? 
¡Vaya si lo conoceremos con el doctor Gallo! El 60% de las lesiones que las personas sufren en una 
colisión de ómnibus en una ruta nacional se produce por salir despedidas, lo que no ocurriría si 
tuvieran puesto el cinturón de seguridad; está en la tapa del libro. 


Debemos sortear las dificultades y elaborar un proyecto de ley que se culminará en este ámbito, pero 
estableciendo un mensaje claro del rumbo a seguir. Eso solo queda claro, no por la vía de la 
excepción, sino por asumir el rol correspondiente para avanzar en la legislación. 


SEÑOR MICHELINI.- En la medida en que se hizo referencia a Argentina y a Brasil, así como a todo el 
Cono Sur, quisiera saber si hay alguna provincia argentina o estado brasileño que, con los mismos 
niveles de siniestros y de accidentalidad uruguayos, los haya bajado rápidamente; sería un dato muy 
importante. 


SEÑOR BARRIOS.- Voy a poner un ejemplo que me viene a la memoria. Cuando en 2008 Brasil 
aprobó la ley de “alcohol cero” para conducir, en los años siguientes los fallecidos en accidentes de 


tránsito por esa causa descendieron a la mitad. O sea que la asociación alcohol-siniestro de tránsito 
disminuyó a la mitad, por lo cual hay una vinculación directa entre estas medidas que a veces parecen 
pequeñas, pero contribuyen. Para poner un ejemplo muy claro, la agencia de Argentina, que es tan 
vieja como nosotros porque nació en 2008-a propósito de ello, yo le digo a Felipe Rodríguez, que es el 
Gerardo Barrios de allá: “Nosotros somos mellizos; vos sos el hijo rico y yo el pobre”- con un 
presupuesto enorme pudo desarrollar acciones que le permitieron bajar en un 15% la cantidad de 
motociclistas involucrados en siniestros de tránsito, tales como el chaleco, el uso obligatorio del casco 
y campañas de difusión indicando que si no se llevaba el casco directamente se les sacaba la moto. 
Esta fue una línea de acción muy dura, pero que dio resultados pues bajó en un 20% la cantidad de 
motociclistas lesionados y casi en un 20% la mortalidad global en Argentina. Es por eso que nosotros 
quedamos por encima de ellos. Inclusive, en Argentina se aprobó el chaleco reflectivo con la matrícula 
de los vehículos. O sea que, desde el punto de vista de la seguridad, este es un componente a tener 
en cuenta y seguramente el Ministerio del Interior pueda llegar a plantearlo en este ámbito. 


Hay una serie de acciones que parecen complejas y pueden ser difíciles. En seguridad de tránsito no 
hay nada fácil ni soluciones milagrosas; por el contrario, cada uno de estos aspectos de por sí genera 
dificultades. Ahora bien, nuestra habilidad -la de todos- es sortearlas y, con el tiempo, resolver las 
cosas que se vayan presentando así como poner en práctica estas acciones. 


SEÑOR GALLO..- Brevemente, quiero dejar claro cuál va a ser mi criterio con respecto al tratamiento 
de este proyecto de ley -para ello, voy a hacer un comentario general sin entrar en aspectos 
particulares- a los efectos de que tengamos la mejor ley posible. 


Parto de la base de que quienes desde ya hace tanto tiempo estamos sufriendo este mal en el país, 
ejercemos la profesión y manejamos estos temas -como el doctor Barrios- sabemos que estamos 
hablando de vida y mortalidad. Sin ánimo de ser repetitivo, se trata de un concepto muy claro. La 
mayor mortalidad se registra por accidentes de tránsito en un sector de la población joven. Ahora bien, 
eso es lo primero que debemos tener en cuenta a la hora de fijar políticas -si bien desde la Unasev se 
está trabajando mucho- para resolver temas que tienen una gravedad inusitada y que requieren de un 
soporte legal. ¿Por qué digo que este es el criterio fundamental? Considero que en el tratamiento de 
este proyecto de ley -que voy a votar- sería necesario incorporar absolutamente todos los aspectos - 
incluso aquellos que puedan ser discutibles o demasiado exigentes en cuanto a su cumplimiento por 
determinadas circunstancias- porque esta es una norma legal que fija una política. Como bien 
manifestaron el señor Senador Michelini y el doctor Gerardo Barrios, aquí estamos hablando de crear 
una cultura, y la ley no puede escapar a ella. 


Por lo tanto, mi postura ante el tratamiento de esta iniciativa es la de incorporar absolutamente todos 
aquellos criterios o normas que apunten a prevenir esta situación que, desde el punto de vista sanitario 
y social, es de las más graves y críticas que el país tiene: muertes y secuelas. Ese es el criterio con el 
que me voy a manejar. 


No solo se trata de debatir en demasía aspectos puntuales -que tal vez puedan ser discutidos- 
sino también de incluir aquellas normas que vamos a establecer y cuya aplicación pueda presentar 
dificultades. La gravedad de este tema es de tal magnitud, que la vida misma hará posible -a mediano 
O largo plazo- que se creen los mecanismos para que la ley se cumpla, a pesar de que en principio 
puedan existir aspectos que lo dificulten. 


Simplemente, quería manifestar el criterio que voy a manejar respecto al tratamiento de este proyecto 
de ley en general, tratando de incluir todos los aspectos, aun aquellos que puedan tener dificultades. 


SEÑORA LENCINA.- La iniciativa establece plazos en muchos aspectos. Si bien está en la voluntad de 
los señores Senadores determinar si se fija como fecha el año 2014, estamos hablando de tiempos que 
en su momento entendimos razonables. En cuanto a la incorporación del maletín, planteamos un plazo 
de 180 días pues no se trata de imponer su cumplimiento de un día para el otro; los señores 
Senadores lo evaluarán y decidirán al respecto. 


Uno de los temas que a veces se plantea es el relativo a determinadas normas  -como mencionaba el 
señor Senador Michelini- ya que la tecnología u otros elementos cambian o pueden variar. Mientras se 
establezca por ley y exista la posibilidad de reglamentarlo -estoy pensando en algunas de las 
eventualidades que prevé la ley- bienvenido sea. El problema surge cuando no tenemos una ley que 
sea posible reglamentar. 


Con respecto al tema de los peatones, la norma establece como ámbito de aplicación la jurisdicción en 
todo el territorio nacional; es decir en todas las vías de tránsito. Asimismo, hace referencia a horas 
nocturnas y con reducida o poca visibilidad. 


En cuanto a la observación que se realizó sobre el tema de las motos y vehículos, seguramente faltó el 
término “nuevos” o “nuevas”. En tal caso, debería contemplarse esa hipótesis, más que nada por un 
aspecto operativo. Sin embargo, en el conjunto de las disposiciones donde se hacía referencia a algún 
tema de plazo o de perentoriedad para comenzar a aplicarlas, esas hipótesis se contemplaron. Tal vez 
el tema de los tiempos que nosotros manejamos deba ser objeto de estudio. Esas eran las 
observaciones que se hacían al proyecto de ley. 


SEÑOR MICHELINI.- A mi juicio, vamos a tener que trabajar en el tema porque surgen algunas dudas. 
Por ejemplo, me gustaría saber si en el caso del maletín se está hablando de autos nuevos o de 
cualquier enajenación, porque se podría entender que a los 180 días a partir de tal fecha se lo exigirá a 
los autos nuevos y a partir de equis plazo, a todos los autos, es decir, no solamente aplicarlo en el caso 
de la enajenación. Se comenzaría por los vehículos nuevos y luego, a partir de determinada fecha, los 
inspectores municipales podrán exigir la existencia del maletín, dando un plazo adecuado. En 
definitiva, ya sea que se trate de una enajenación o no, el vehículo deberá tener el maletín. 


Con respecto a los peatones, no me queda claro si la norma se refiere solo a las rutas nacionales. Si 
es así, fantástico, pero si se trata de que las personas que circulan por la vereda -tal vez la disposición 
es clara y soy yo que no lo veo- también deban utilizar vestimenta clara, estaríamos ante una serie de 
aspectos culturales, incluso en cuanto a las recepciones, fiestas y demás. Creo que en el articulado se 
debería prever esa situación. 


SEÑORA LENCINA.- En relación al tema de los peatones, nuestra idea de visibilidad está planteada 
de conformidad con el artículo 4% de la Ley N* 18.191, que establece el ámbito de aplicación tanto en 
jurisdicción departamental como nacional, es decir, en todas las vías de tránsito. ¿Cuál es el objetivo? 
La visibilidad. Hoy en día todavía no estamos incorporando esos elementos, pero las condiciones son 
las que marcan la visibilidad. Estamos hablando de la forma de vestir en horas nocturnas, con reducida 
o nula visibilidad. Se dispone que en esos lugares el peatón deberá utilizar vestimenta clara. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Aunque el peatón esté circulando por la vereda? 


SEÑORA LENCINA.- Lo que sucede es que todo peatón, en algún momento, tiene que cruzar la calle. 
Lo que pretendemos es que las personas estén visibles y se intenta provocar un cambio de 
comportamiento, aunque al principio cueste. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Entonces, según esta disposición, todo el mundo va a tener que salir a la calle 
con ropa clara. 


SEÑORA LENCINA.- Lo que nosotros decimos que si las personas van a estar en lugares oscuros o 
con poca visibilidad, deben estar vestidas en forma visible. Es solo un tema de cuidado porque, por 
ejemplo, si voy circulando por la Avenida 18 de Julio y está todo iluminado, no hay problema, pero si 
me traslado a una zona urbana con poca visibilidad, tengo la responsabilidad de estar visible de alguna 
forma. Ese es uno de los grandes problemas que tenemos con los peatones. No digo que esto sea la 
“voz santa” o algo así, pero ya existe en el Reglamento Nacional de Circulación Vial y se manejó a 
nivel de jurisdicción nacional. Lo cierto es que hay muchos lugares urbanos que tienen escasa 
visibilidad. Lo bueno es que hoy en día los niños están incorporando elementos de visibilidad en su 
ropa, pero a los adultos -sobre todo a los que nos gusta vestirnmos de negro- nos va a costar un poco 


más. Sabemos que hay un componente de comportamiento; el punto es intentar dar elementos para 
que la gente se cuide. 


SEÑOR MICHELINI.- En horas nocturnas hay eventos que, en general, son organizados por una 
empresa o comercio. Entonces, se me ocurre que quizás se podría buscar la forma de que los 
organizadores asuman esta responsabilidad y den a sus invitados algún elemento que refleje la luz y 
permita identificar a las personas cuando cruzan la calzada. Creo que no solo hay que apuntar al 
peatón sino a quienes lo convocan a ciertos lugares en la noche. Independientemente de que este 
aspecto quede en el artículo, me parece que hay otros temas a cubrir, con el objetivo de que se tome 
conciencia. Considero que quien organiza una fiesta debe preocuparse por la seguridad de los 
participantes no solo dentro del local sino también cuando transitan por la calle en busca del transporte 
que los acerque a sus domicilios. 


SEÑOR BARRIOS.- Creo que estamos hablando de algo que ya se está dando en el país. Hoy hay 
fábricas que dan a sus empleados el dinero para que compren los cascos o chalecos reflectivos. Esa 
es una línea de acción que se está trabajando muy bien con el compromiso empresarial y social. 
Entendemos que lo relativo al peatón es todo un tema, pero la ley es una señal que el Parlamento da a 
la población en el sentido de una política de Estado en materia de seguridad vial, en base a normas 
específicas. Las mismas disponen el uso de ropa clara en determinadas circunstancias, algo que 
estaba previsto en la legislación anterior. Entonces, lo que se busca con esto es actuar en todos los 
niveles y luego se tendrá que llevar a la práctica por medio de un cambio cultural. Es evidente que no 
vamos a salir a sancionar a las personas que circulen por la calle con ropa oscura porque ese no es el 
espíritu de la ley. No soy abogado pero sé que toda norma tiene un espíritu y apunta a algo. De lo que 
se trata es de crear instrumentos legales que nos permitan fortalecer campañas de cambios culturales 
para los peatones de este país. El 35% de los muertos en la ciudad de Montevideo fueron peatones 
embestidos el año pasado, y el 53% motociclistas. El problema es muy grave y por eso está 
contemplado en el proyecto de ley. 


SEÑOR INTHAMOUSSU.- Sin duda, cada vez que abordamos un tema de esta naturaleza en ámbitos 
parecidos a este uno se ve tentado a opinar, sobre todo porque una cosa está enganchada con la otra. 
Sin querer ser atrevido y sin pecar de pretender introducirme en la interna del trabajo de esta Comisión 
-no conozco cuál es el funcionamiento- estaba pensando -y lo quería compartir- que el tema del 
maletín o de la ropa clara no debería obstaculizar el análisis de otros aspectos. Por eso, tal como lo 
indica el nombre del proyecto de ley que refiere a Normas Complementarias, si algunas de las normas 
varias causan discusión o hacen que se demore su aprobación, me animo a plantear que hay otras que 
son bastante más claras y muy necesarias, específicamente las relacionadas con el tema de las motos. 


El tema de las motos es grave; si bien tenemos un problema que es general, las estadísticas 
arrojan números y no hay que ser ningún especialista para darse cuenta de cuál es la situación. En el 
departamento de Maldonado, por ejemplo, el 73% de los fallecidos en el 2011 participó en un siniestro 
usando una moto. Entiendo cuál es el espíritu del señor Senador Gallo en el sentido de que una ley 
tiene que abarcar todo, pero entendemos que en ese camino se pueden trancar algunas cosas que 
para nosotros son importantes. Por ejemplo, si hoy el Parlamento enviara a la población la señal de 
que todo motociclista debe tener un chaleco reflectivo, nos permitiría avanzar sustancialmente. 


Mi intervención es a modo de sugerencia porque como me parece que el debate va a ser muy 
rico y largo y el proyecto de ley que tenemos a estudio es de Normas Complementarias -así lo llamó la 
propia Unidad- quizás sea viable que se trate por separado cada una de las normas. 


Por otro lado quiero referirme al planteo que realizó el señor Senador Michelini respecto a 
traspolar las realidades que existen en otros países. Podemos citar ejemplos concretos tal como lo 
hacía el señor Presidente pero, sin temor a equivocarme, hago la salvedad de que no debe haber 
muchos países que hoy tengan nuestra misma realidad en cuanto al funcionamiento político, y aclaro 
que esto no tiene nada que ver con la política partidaria. Una ley de 2008 estableció que el uso del 
casco es obligatorio en todo el territorio nacional, pero a cuatro años de su aprobación hay 
departamentos específicos -sin que esto tenga nada que ver con la política partidaria porque se 
pueden ver los mejores ejemplos en administraciones los tres partidos políticos, Rivera por ejemplo- en 
los que la principal autoridad departamental sigue diciendo a la población que no es obligatorio. 


Entonces, ¿Cómo traspolamos la realidad de Brasil, en donde se define una cosa y hay un control? La 
Unasev no tiene un Cuerpo que le permita controlar en todo el territorio nacional; dependemos de la 
voluntad de los señores Intendentes y en ese sentido hemos avanzado notoriamente, tal como quedó 
demostrado hace unos días en el Congreso de Intendentes. Pero el hecho de transpolar realidades, 
comparar y ver quién tuvo buenos resultados, no es tan sencillo porque hay autonomías 
departamentales que, como alguien dijo, parece que confundieran autonomía con soberanía. Si hoy se 
establece en una ley la vacunación obligatoria y a una autoridad departamental se le ocurre que en su 
departamento la vacuna no es obligatoria, es difícil avanzar. 


SEÑOR MOREIRA.- Me parece que es una materia muy importante, por lo que la vamos a abordar con 
la mayor prontitud y diligencia. 


Con muchas de estas normas sucedió lo mismo que con el uso obligatorio del cinturón de seguridad 
que impuso la Ley Nacional de Tránsito, que fue objeto de una reglamentación del Poder Ejecutivo. En 
realidad, muchas de estas normas que quizás sean muy casuísticas y puedan cambiar, son más 
materia de decreto reglamentario que de ley. Digo esto, sin perjuicio que después se diga que hay que 
usar chalecos reflectivos en las motocicletas, es decir, que se establezca el principio y después el 
Poder Ejecutivo -que tiene que ser más rápido que nosotros porque no debate- lo reglamente de 
determinada manera. En este sentido, estuve leyendo el decreto reglamentario sobre el cinturón de 
seguridad y creo que lo mismo podría hacerse con el tema de los bebés y de los niños de cierta edad, 
etcétera. Insisto en que parece una norma mucho más reglamentaria que una ley. Quiero hacer una 
advertencia sobre lo que ustedes mismos dijeron: la peor ley es la que no se cumple; es terrible dictar 
leyes para que no se cumplan porque es una burla a todos, incluso, a los Legisladores. La Ley 
Nacional de Tránsito, tal como señaló uno de nuestros invitados, no se ha cumplido en algunos 
aspectos. Ojalá que ahora en los Gobiernos Departamentales -dos Senadores que estamos presentes 
aquí los integramos en un momento- exista el espíritu de imponerlo unánimemente, tal como sucedió 
con el tema de la patente única, así como también lo relativo a las sanciones, que están contenidas en 
otro proyecto. Insisto en que tengo grandes dudas de que este tema sea materia de ley, para mí es 
materia de decretos; además, modificar leyes es mucho más difícil, porque a los decretos se los 
modifica en media hora, mientras que las leyes tienen que pasar por ambas Cámaras y deben ser 
debatidas. Entonces, consulto si no podemos encomendar al Poder Ejecutivo algunos aspectos de 
esta ley -la otra la leí hace un tiempo, pero me pareció que era de corte reglamentario, es decir, materia 
de decreto- para que establezca todos esos pormenores. Incluso, me llama la atención que se defina la 
adolescencia hasta los 19 años, justo ahora que estamos discutiendo tanto sobre la responsabilidad 
penal juvenil, el Código de la Niñez y Adolescencia la establece de los 13 a los 18. Quiero saber por 
qué se cambia de los 18 a los 19 años. 


SEÑORA LENCINA.- Esas definiciones están tomadas desde la concepción médica, la concepción de 
la salud, de la Organización Mundial de la Salud. 


En cuanto a lo que señalaba el señor Senador, quiero decir que bienvenida sea la posibilidad de 
reglamentar pero, evidentemente, sucede lo mismo que con el Capítulo del sistema de retención 
infantil: sabemos que al no existir una norma de rango legal que nos habilite, lo planteamos por ley; 
ahora bien, si hay una norma legal que nos habilite, perfectamente es un capítulo de decreto 
reglamentario. Es más, las normas técnicas las podemos incluir por anexo, lo que es más fácil, puesto 
que igual teníamos que hacer una reglamentación específica. 


En cuanto al artículo 54 de la Ley Nacional de Tránsito el tema está en que la redacción es una 
propuesta de la Unasev. Allí se establece algo así como que la Unasev propondrá un sistema único de 
valores, de multas a regir en todo el país. 


(Intervención de un señor Senador que no se escucha.) 


El tema es que nosotros elaboramos la propuesta legalmente; lo primero que hicimos fue un decreto 
reglamentario de ese artículo 54, es decir, que el primer trabajo real de la Unasev, cuando ni siquiera 
todavía estábamos instalados, se hizo conjuntamente con la Policía Caminera, el Ministerio de 
Transporte y Obras Públicas, las 19 Intendencias, las Direcciones de Tránsito, etcétera, hasta llegar a 
unificar los valores de multa de esa ley. Insisto que fue la Unasev la que elaboró la propuesta. En este 


país donde todavía estamos discutiendo si se aplica o no el uso del casco hay, además, un mal 
entendido al manejar los valores de las multas porque el artículo 297 de la Constitución dice que son 
recursos de los Gobiernos Departamentales las multas que se fijen por ley. Por lo tanto, no habría 
problema para que esas multas, que son fijadas con competencia y de respaldo a la ley, fueran 
obligatorias a nivel departamental. Desde el Poder Ejecutivo se analizó la fortaleza de la aplicación de 
ese Decreto en los Gobiernos Departamentales con relación al tema pesos. Reitero, el artículo 297 
habla de que son fuentes de recursos para los Gobiernos Departamentales las multas que se fijen por 
ley. En ese caso, decimos que se fija por ley pero la fuente de recursos sigue siendo totalmente 
intocable. Las multas se unificaron a nivel nacional y algunas Intendencias, incluso, habrían recaudado 
más. En el caso del alcohol, la reglamentación dice que en un plazo no mayor a tres años se 
reglamentará bajando gradualmente el límite legal de alcohol. Sin embargo, acá no pasó eso y 
terminamos con un proyecto de ley ante los señores Senadores. Ojalá hubieran dicho que el Poder 
Ejecutivo o la Unasev -o la Unasev junto al Poder Ejecutivo- fijaría los valores. Sin embargo, no fue así. 
Por esa razón estamos en esto que, en realidad, no es motivo de este proyecto de ley, pero el hecho 
de que no se hubiera aprobado un régimen sancionatorio en la Ley Nacional de Tránsito, le restó 
fortaleza. Evidentemente, cuando un Gobierno Departamental quería aplicar la ley pero no la tenía, 
dictaba su normativa sancionatoria departamental. En muchas situaciones como, por ejemplo, en el 
caso del casco, el que quería aplicarlo creaba la norma a nivel departamental y el que no quería, decía 
que le faltaba la norma para poder aplicarla. Esa ha sido la excusa perfecta. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Siempre estamos caminando sobre el filo de las autonomías municipales; por 
eso dije que no es lo mismo el ejemplo de la salud, porque este no es un tema municipal. Realmente, ir 
a la casuística en las normas legales es bastante complejo para la técnica legislativa. 


SEÑOR MOREIRA.- Encuentro alguna dificultad, incluso en el tema de los elementos de seguridad 
como el airbag, porque me parece que va a haber hijos y entenados, ya que estamos a 50.000 
vehículos por año y si seguimos así, para el 2014 entrarán más de 100.000. No sé si existe la 
posibilidad práctica de incorporar estos elementos a los autos usados; supongo que debe ser difícil y 
quizás en muchos casos imposible. Por lo tanto, creo que vamos a tener una dicotomía, entre 
vehículos que cumplen y otros que no cumplen. Respecto a la franquicia o al tratamiento tributario de 
algunos vehículos, los de menor cilindrada no traen estos elementos de seguridad y son los que 
compran las personas de menores recursos. En ese caso es lógico que bajen la tributación pero, al 
mismo tiempo, parece que ello conspira contra este objetivo porque los vehículos de valor lo tienen. 
Por lo tanto, es un aspecto que hay que coordinar con el Gobierno porque en las normas sobre 
importación de vehículos esto se debería ir graduando. 


SEÑOR BARRIOS.- De los 50.000 vehículos que se venden al año, seguramente 3.000 o 4.000 son de 
alta gama e incluyen esos dispositivos. El resto no los tienen, porque para eso hay que pagarlos. A eso 
se refiere el espíritu de la ley en este tema. 


SEÑOR MICHELINI.- Con respecto a esos elementos de seguridad, sabemos que los autos de baja 
cilindrada que entran al país no los traen por un tema de costos, pero en otras partes del mundo todos 
los tienen. Por eso, pienso que habría que exigirlos, estableciendo un plazo de seis meses o un año 
para que estén antes del 2014. Al principio eso encarecerá los vehículos, pero cuando ingresen en 
forma masiva el costo bajará. 


En cuanto a la parte de multas y demás, si la Unasev trabaja con el Congreso de Intendentes y el 
Poder Ejecutivo y envían un proyecto con el visto bueno de ambos, más allá de algunos cambios, sin 
duda encontrará buena voluntad en el Parlamento. Se debería encontrar una estructura de multas cuya 
recaudación sea para las Intendencias, luego de un pacto entre estas y el Poder Ejecutivo que, 
obviamente, no deberá tener dudas al respecto. Seguramente, luego de una ley habrá que hacer otra 
que deberá plantear cosas posibles y también marcar tendencias en lo que no sea posible. Lo 
importante es no redactarlas de tal manera que en algún momento alguien justifique su incumplimiento 
en virtud de algunos artículos que son imposibles de cumplir al momento de la redacción. Esa ley 
debería tener un capítulo de peatones en el que se separe muy bien el tránsito por ruta, de aquel que 
circula por calles con veredas. También hay que incluir algún artículo de responsabilidad para quienes 
arman eventos en horario nocturno, en el sentido de que el trayecto que deben recorrer los peatones 
entre el lugar del evento y la ubicación de los vehículos esté iluminado. No solo debería existir 
responsabilidad en cuanto a las carreteras, sino también en lo que respecta a las vías por las que 


circulan los peatones. Creo que a este tema hay que ponerle cabeza legislativa y respetar cuestiones 
de forma. Asimismo, habría que cuidar que las Intendencias no puedan argumentar que la ley no es 
clara en ciertos aspectos y que la norma parte del Poder Ejecutivo. Por eso, me parece que algunas 
cosas habría que dejarlas para el decreto, pero sin dejar dudas en cuanto al objeto de la ley. El 
tratamiento del proyecto, seguramente, será rápido y no incluirá ningún artículo que haga perder apoyo 
a la ley. Pero tampoco vamos a lavar la ley de tal forma que nos quite su principal cometido de ir 
haciendo un cambio cultural; si no, nos estaríamos contradiciendo. 


SEÑOR MOREIRA.- Deseo hacer una reflexión, ya que en estos días los temas relativos a la 
seguridad pública están presentes en la discusión. 


He leído que en varios países del mundo -incluido Brasil- por razones de seguridad, no pueden viajar 
dos pasajeros en una motocicleta. ¿No han pensado en incluir esa medida en este proyecto de ley? 


Sé que eso no resultará muy simpático, pero, de todas formas, esa medida rige en varios países del 
mundo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Con que no anden de a tres, ya es bueno. 


SEÑOR MOREIRA.- Digo esto porque es muy común que se utilicen motos cuando se rapiña en los 
semáforos. Al realizar esas rapiñas rápidas, generalmente van dos en una moto puesto que es la forma 
más rápida de escape. 


SEÑOR BARRIOS..- En ese sentido, hay avances en varios aspectos, mucho más de lo que las leyes 
contemplan en la actualidad. 


El tema de las motos está ubicado en el centro de la cuestión. Comparto la idea de no caer en medidas 
que luego resultan impracticables desde el punto de vista general. 


Anualmente se venden 100.000 motos en el país y, como decíamos, en Montevideo estas participan en 
el 53% de los siniestros de tránsito, y en el interior, en el 70%. 


Además, tenemos enormes dificultades para aplicar políticas de autoridad en los departamentos. 
Entonces, tenemos que ver de qué manera lo ponemos en práctica de forma escalonada. Quizás sea 
conveniente introducirlo en una etapa posterior. 


Creo que lo que plantea este proyecto de ley -en parte con lo que planteaba el señor Senador 
Michelini- son casi todas fortalezas. Las debilidades que tiene planteadas -en el caso de los peatones- 
son las que tienen que ver con hacer cambiar conductas en base a una ley vigente. Si la ley está 
vigente, pero no hay sanciones, en principio, nadie la cumpliría. 


Entonces, ¿dónde está la utilidad de que, de todas formas, esté contenido? En el hecho de que, 
cuando uno establece acciones preventivas, se apoya en la ley para cambiar conductas. 


Por tanto, ese marco legal que a veces no vislumbramos como útil o nos parece muy complejo 
en este momento -¿quién va a circular usando ropa clara? ¿Vamos a salir a la calle y hacer que la 
gente se cambie de ropa?- se transforma en un instrumento contenido en la ley que nos permite 
establecer programas de formación y educación de la comunidad basados en la resolución de la ley. 


Sintetizando y en parte considerando la iniciativa planteada por el señor Senador Moreira, creo que lo 
que está contenido en la ley es cumplible apenas se aplique y apenas tengamos una política de 
autoridad que lo haga nacional, borrando las fronteras departamentales y también jurisdiccionales. 


Hemos planteado en el Congreso de Intendentes -incluso, lo hicimos antes- que es necesario tener un 
instituto nacional que establezca la autoridad a nivel nacional. También lo hicimos a nivel de la Policía 


Nacional de Tránsito. En el Congreso de Intendentes, propusimos trabajar para tal fin con los 
Ministerios del Interior y de Salud Pública y con el Congreso de Intendentes; siempre actuando en 
forma coordinada con los inspectores departamentales. 


Uno no puede establecer una política de autoridad, desde las Intendencias, con el criterio que se tenía 
hace veinte años en cuanto al tránsito. De hecho, no queremos más inspectores agredidos en la vía 
pública. Queremos inspectores que puedan trabajar con Policía de Tránsito en todas las ciudades y en 
todas las rutas. 


(Intervención del señor Senador Moreira, que no se escucha.) 


-Tuvimos un “encontronazo” con el señor Senador Moreira porque en su desesperación por aplicar la 
ley -cosa que festejamos, aplaudimos y compartimos con él cuando era Intendente de Colonia- nos 
pareció que fue demasiado en cuanto a los nuevos agentes. 


Por eso, pensamos si no sería bueno adoptar resoluciones para todos los departamentos, y que ellas 
estén estructuradas en lugar de avanzar en agentes nuevos. 


Debo decir que también reconocí en el Congreso de Intendentes haber utilizado términos inapropiados, 
ya que me referí a ese grupo de una forma en que no debí haberlo hecho. 


Estos son instrumentos legales que, me parece, van de la mano de los otros pasos que estamos dando 
y que creo que el sentido común indica, como ya lo han planteado otros Legisladores y ustedes 
también porque no es la primera vez que nos reunimos con ustedes. De ser así, vamos a poder 
establecer acciones eficaces en la medida en que estén planteadas. Es cierto que a veces hay leyes 
que no se cumplen, pero si no hay leyes nada se puede hacer. Por ejemplo, sobre la Ley N* 18.191, 
uno podría pasar raya y decir que se cumple en el 40% del territorio nacional. Esto explica los buenos 
resultados de estos tres años que hemos tenido. Si somos capaces de incorporar en una estrategia 
única a todo el resto, seguramente el 2012 será el año de la meta propuesta, de bajar un 10% la 
cantidad de fallecidos, independientemente de dónde estemos, sea en Cerro Largo, en Artigas, en 
Salto, en Paysandú, etcétera. 


SEÑOR INTHAMOUSSU.- Nos consta que en el Ministerio del Interior están muy preocupados por la 
modalidad de rapiña en motos, pero a ello ahora se suma una nueva forma de acción, que consiste no 
ya en ir al comercio a robar sino en robar otra moto, incluso disparándole directamente a su conductor. 
En ese sentido, sabemos que hay una iniciativa -aún no está definida por parte del Ministerio del 
Interior- que estaría contemplando un agregado a la incorporación que nosotros planteamos del 
chaleco reflectivo para el motociclista, que en algunos países se ha aplicado con éxito. Me refiero a 
que el chaleco reflectivo tenga la matrícula del vehículo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Me gustaría plantear una inquietud vinculada a la venta de las motos -no ya 
en cuanto a su reglamentación ni a las características que ella debe tener- pues actualmente se le 
vende a cualquier persona, y todos sabemos que un porcentaje muy alto de quienes compran motos, 
no tienen libreta de conducir y tampoco la tramitan. Esto quiere decir que pueden tener idea sobre su 
manejo aprendiendo simplemente a no caerse de la moto, pero sin conocer las normas de tránsito. Me 
pregunto si esto no tendría que ser objeto de reglamentación legal. 


SEÑOR INTHAMOUSSU.- Sabemos que la moto es un vehículo automotor, igual que un auto. En 
función de ello, debería tener el mismo tratamiento: venderse empadronada con permiso de conducir 
por quien la adquiere. Precisamente, estamos trabajando para poder avanzar en el tema. 


SEÑORA LENCINA.- Efectivamente, desde el Ministerio del Interior se trabajó mucho sobre el uso 
responsable de la moto. A propósito de ello, se plantearon muchos temas vinculados con el hecho de 
que quien vende -llámese empresa, propietario o comercio- debe efectuar un control previo de licencia 
de conducir. Ahora bien, aunque esto no impida que exista una ley al respecto, se llegó a cuestionar 
este control de la licencia de conducir, argumentando que ello debería ser objeto de control en la vía 
pública. Esto no significa que si no está establecido por ley, no lo tengan que cumplir. 


(Dialogados) 


-Esto no está establecido y lo pueden plantear ustedes, por supuesto que sí. Aclaro que estos temas 
no fueron ajenos a lo que ustedes han planteado, sino objeto de debate y discusión, y como fueron 
trabajados incluso con los destinatarios, no fueron incorporados en la iniciativa. 


SEÑOR MORODO.- Más allá de que seguramente esta discusión se va a dar con el señor Senador 
Martínez, a quien suplo, coincidimos con lo manifestado por el señor Senador Gallo, en el sentido de 
que todo lo que sume, se agregue, y luego se instrumente. La vida ha demostrado que es así. 


En el proyecto de ley que tenemos a consideración, el Parlamento tiene todas las facultades para 
incorporar todos los elementos que crea necesario. Si se entiende que este aspecto se debe incluir, así 
se hará pues, en lo personal, no advierto mayores dificultades por parte de los establecimientos 
comerciales que se dedican a la venta de estos vehículos. Cuando se vende algo con tarjeta de 
crédito, se realizan los controles pertinentes de cédula de identidad y la propia tarjeta. No creo que el 
control de la vigencia de la licencia de conducir -como se hace con la cédula de identidad y con la 
tarjeta- genere mayores problemas operativos. Bienvenido sea todo lo que preserve la vida y la 
integridad física de la persona, cueste lo que cueste. Aquí se discutió un tema de costos por la 
incorporación de nueva tecnología; la vida no tiene precio, por lo tanto, si se debe incorporar nueva 
tecnología, se debe hacer ya que todo redundará en beneficio de la vida misma. 


Es cuanto quería expresar. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Muchas gracias por su visita; seguiremos en contacto. 
No habiendo más asuntos, se levanta la sesión. 


(Así se hace. Es la hora 16 y 10 minutos.) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


